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De acuerdo con dicha interpretación del Supremo Intérprete Constitu-
cional, dicha «administración de la Administración de Justicia», se ha 
podido asumir por los Estatutos de Autonomía en virtud del juego de la 
cláusula residual del artículo 149.3 de la Constitución Española que prevé 
la conocida cláusula subrogatoria a cuyo tenor «las materias no atribui-
das expresamente al Estado por esta Constitución, podrán corresponder 
a las Comunidades Autónomas en virtud de sus respectivos Estatutos» y 
así lo prevé, en concreto para nuestra Comunidad Autónoma, el artículo 
44.1 de su Estatuto de Autonomía, que establece que «en relación con la 
Administración de Justicia, exceptuada la Militar, corresponde a la Comu-
nidad Autónoma de Cantabria ejercer todas las facultades que la Ley 
Orgánica del Poder Judicial reconozca o atribuya al Gobierno del 
Estado».

La Comunidad Autónoma de Cantabria se encuentra, en este momento, 
inmersa en el proceso que culminará con la asunción de las competencias 
sobre medios materiales y personales al servicio de la Administración de 
Justicia teniendo interés en la mejora de las condiciones en que el Poder 
Judicial, tercer poder en que se institucionaliza un Estado de Derecho, 
desarrolla su alta función en el territorio de dicha Comunidad Autó-
noma.

El Ministerio de Justicia cuenta con medios personales y materiales 
para la prestación del servicio público «Administración de Justicia», 
siendo además el competente sobre los mismos.

Ambas partes comparecientes están interesadas en colaborar para 
conseguir la mejora en la prestación del servicio público «Administración 
de Justicia», en base a la potenciación, adecuación y mejora de los medios 
humanos y materiales disponibles, por lo que han considerado la conve-
niencia de formalizar el presente convenio de colaboración con arreglo a 
las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto.–El presente convenio tiene por objeto la colabora-
ción de las Administraciones Estatal y Autonómica en la prestación del 
servicio público «Administración de Justicia» en el ámbito de la Comuni-
dad Autónoma de Cantabria mediante la cesión al Ministerio de Justicia 
del uso de equipos de grabación en DVD de los actos que se celebren en 
Salas de Vistas y de videoconferencia.

Los equipos de grabación digital tendrán las siguientes características 
técnicas:

Un mezclador autoamplificado de 2x30W.
Cuatro entradas micrófono «Phantom», 2 auxiliares.
Cuatro micrófonos conexión «Phantom» de condensador con base de 

mesa e interruptor/pulsador.
Dos cajas acústicas 30/50W.
Un micrófono dinámico con pie de suelo y línea.
Un cámara de vídeo de 480 líneas, con alimentador a 220 V salida CVBS.
Cuatro tomas de corriente 230 V-16 A.
Grabadora de soportes: CD / DVD

Los equipos de videoconferencia serán compatibles con los ya instala-
dos en Cantabria por el Ministerio de Justicia, siendo recomendable que 
los equipos cumplan las siguientes características:

Marcación automática H.320 / H.323.
Ancho de banda: H.323 hasta 768 kbps. H.320 hasta 128 kbps.
Normas de vídeo: H.261, H.263, H.263+, H.264.
Entradas de vídeo: RCA / Phono, compuesto; XGA.
Salidas de vídeo: MiniDin, S-vídeo; 1 RCA / Phono, compuesto; XGA
Formato de vídeo: NTSC, PAL, VGA, SVGA o XGA.
Normas de audio: G.711, G.722, G.722.1, G.728.
Entradas de audio: micrófonos phantom, conector XLR; RCA.
Salida de audio (1 salida): RCA / Phono.
Encriptación incorporada: H.320 y H.323
Interfaces de red: 3 x RDSI; Ethernet (RJ-45); tarjeta LAN inalám-

brica.
Lan inalámbrica: IEEE 802.11b. Encriptación WEP 64/128 bits.

Segunda. Obligaciones del Gobierno de Cantabria.–El Gobierno de 
Cantabria se compromete a ceder al Ministerio de Justicia el uso de los 
equipos de grabación en DVD y de videoconferencia, los cuales se encon-
trarán en perfecto estado de funcionamiento en el momento de la 
entrega.

Tercera. Obligaciones del Ministerio de Justicia.–El Ministerio de 
Justicia se compromete a:

Instalar los equipos de grabación digital y videoconferencia
Mantener en perfecto estado de uso y conservación los equipos de 

grabación en DVD y de videoconferencia recibidos.
Permitir al Gobierno de Cantabria, en cualquier momento en que éste 

lo requiera, siempre que no se perjudique el funcionamiento de los órga-
nos judiciales, la supervisión del estado de conservación y funciona-
miento de los equipos. A tal fin podrán realizarse simulacros, pruebas y 

demás actividades que fueren pertinentes, avisando de la actuación con 
una antelación no inferior a 48 horas y coordinando la actuación con la 
Subdirección General de Nuevas Tecnologías de la Justicia.

Proporcionar y mantener actualizada la formación adecuada para los 
funcionarios o personal encargados del manejo de tales aparatos.

Disponer, de forma permanente, de personal preparado para utilizar 
los equipos.

Informar con carácter periódico de cualquier situación que origine la 
no funcionalidad de los equipos.

Devolver al Gobierno de Cantabria los equipos en perfecto estado de 
funcionamiento, siempre que se dé alguna de las circunstancias previstas 
en la cláusula quinta del presente convenio y se lo requiera el Gobierno de 
Cantabria.

Cuarta. Obligaciones conjuntas del Ministerio de Justicia y el 
Gobierno de Cantabria.–El Ministerio de Justicia y el Gobierno de Can-
tabria se comprometen, en el seno de la Comisión de Valoración de Opor-
tunidades y Seguimiento regulada en la siguiente cláusula, a determinar 
las prioridades de las necesidades a atender y elaborar un plan de actua-
ción consecuente.

Quinta. Comisión de valoración de oportunidades y seguimiento.
Para impulsar las actuaciones previstas en este convenio y garantizar su 
desarrollo integral, se crea una Comisión de Valoración de Oportunidades 
y Seguimiento que estará integrada por un representante designado por el 
Ministerio de Justicia, otro designado por el Gobierno de Cantabria y un 
representante de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autó-
noma.

En el seno de la Comisión de Valoración de Oportunidades y Segui-
miento se creará un Grupo de Trabajo a los efectos del cumplimiento de 
las obligaciones asumidas conjuntamente por el Ministerio de Justicia y el 
Gobierno de Cantabria, en la cláusula cuarta del presente convenio.

La Comisión de Valoración de Oportunidades y Seguimiento se 
reunirá, al menos, con carácter semestral.

Sexta. Financiación.–El acto de la cesión tiene carácter gratuito y el 
Ministerio de Justicia deberá hacer frente a los gastos de personal y mante-
nimiento de los equipos y, en general, todos aquellos gastos que sean preci-
sos para la prestación del servicio durante la ejecución del convenio.

Séptima. Plazo de vigencia.–El plazo de vigencia del presente Con-
venio es de tres años contados desde el día de su firma o hasta el día de la 
asunción de las transferencias de competencias en materia de medios 
personales y materiales al servicio de la Administración de Justicia por la 
Comunidad Autónoma de Cantabria, si ésta fuera anterior. El convenio 
podrá prorrogarse por un plazo igual al inicial, siempre que así lo acuer-
den las partes con una antelación mínima de tres meses a la fecha de 
extinción.

Podrá declararse finalizada la vigencia del convenio en cualquier 
momento por el mutuo acuerdo de las partes intervinientes.

Asimismo, el Gobierno de Cantabria podrá acordar de forma unilateral 
la resolución del convenio cuando se produzca por el Ministerio de Justi-
cia un incumplimiento grave acreditado de las obligaciones asumidas en 
la cláusula tercera. No obstante, una vez resuelto el convenio deberá per-
mitir el uso de los equipos durante cuatro meses antes de proceder a su 
retirada, de modo que la Subdirección General de Nuevas Tecnologías de 
la Justicia disponga de plazo para la instalación de nuevos sistemas.

Octava. Sometimiento a la jurisdicción-contenciosa.–Las partes, 
en caso de conflicto, se comprometen a buscar una solución consensuada 
que satisfaga a ambas y que no suponga incumplimiento de lo pactado en 
el presente convenio.

Si no es posible llegar a una solución al conflicto, las partes se some-
ten a la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, y ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid.

Y estando de acuerdo las partes en el contenido del presente docu-
mento, y en prueba de conformidad, firman el mismo por duplicado, en la 
fecha y lugar señalados..–El Ministro de Justicia, Juan Fernando López 
Aguilar.–El Consejero de Presidencia, Ordenación del Territorio y Urba-
nismo, José Vicente Mediavilla Cabo. 

 15472 RESOLUCIÓN de 1 de agosto de 2006, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por don Juan José González Fernández frente 
a la negativa del registrador de la propiedad de Pravia a 
practicar una anotación preventiva de embargo.

En el recurso interpuesto por don Juan José González Fernández, 
frente a la negativa del Registrador de la propiedad de Pravia, don Gaspar 
Cuesta Vizoso, a practicar una anotación preventiva de embargo.
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Hechos

I

En mandamiento dictado el 29 de diciembre de 2005 recaído en el 
procedimiento ordinario 283/2005 del Juzgado de Primera Instancia de 
Pravia, se ordenó la anotación preventiva de embargo de determinadas 
fincas con la finalidad de asegurar las resultas de un pleito en el que se 
solicita la condena al pago de una cantidad. Las fincas en cuestión, según 
el citado mandamiento, son propiedad del ejecutado don Juan José M. R. 
En el Registro de la Propiedad las fincas figuran inscritas a nombre de una 
sociedad mercantil.

II

Presentado el Registro de la Propiedad de Pravia el citado manda-
miento, fue objeto de la siguiente calificación: 1. Que el citado manda-
miento por el que se ordena anotación preventiva de embargo fue 
presentado en el Diario de Operaciones de este Registro, asiento 1378 
del diario 42 (entrada 2005/9253). 2. Que todas las fincas sobre las que 
se solicita la anotación de embargo, y que en el mandamiento se dice 
que son propiedad del ejecutado don Juan José M. R., figuran regis-
tralmente inscritas en pleno dominio a nombre de la entidad C. U., S. 
L., no demandada en el procedimiento entablado, por título de obra 
nueva y constitución en régimen de propiedad horizontal, previa la 
adquisición de los solares donde se construyó el edificio en virtud de 
permuta con doña Berta M. F. formalizada en escritura autorizada el 
27 de enero de 2004, por el notario de Grado don Luis Alberto Gonzá-
lez Fanjul. En consecuencia, el registrador que suscribe deniega la 
anotación de embargo ordenada por figurar las fincas embargadas 
inscritas a nombre de persona distinta de aquella contra quien se 
sigue el procedimiento, en base al siguiente Fundamento de derecho: 
Único. Improcedencia por falta de tracto (artículo 20, 38 de la Ley 
hipotecaria, y 140.1.º de su Reglamento). Como tiene declarado reite-
radamente la Dirección General de los Registros y del Notariado, entre 
otras en las Resoluciones de 11 de julio de 2001 y 2 de octubre de 2002, 
no puede practicarse la anotación sobre bienes inscritos a favor de 
persona que no ha sido parte con carácter personal y directo en el 
procedimiento, por impedirlo los principios constitucionales de pro-
tección jurisdiccional de los derechos y proscripción de la indefensión 
(artículo 24 de la Constitución), y, en el ámbito registral, los de salva-
guardia judicial de los asientos registrales (artículo 1 de la Ley Hipote-
caria) y los de tracto sucesivo y legitimación (artículos 20 y 38.3 de la 
Ley Hipotecaria). El artículo 20 de la Ley Hipotecaria, después de decir 
en su segundo párrafo que «en el caso de resultar inscrito... a favor de 
persona distinta de la que otorgue la transmisión o gravamen, los regis-
tradores denegarán la inscripción solicitada», dispone en su último 
párrafo (introducido por la disposición final tercera de la Ley Orgánica 
15/2003, de reforma del Código Penal) que: «No podrá tomarse anota-
ción de demanda, embargo o prohibición de disponer, ni cualquier otra 
prevista en la Ley, si el titular registral es persona distinta de aquella 
contra la cual se ha dirigido el procedimiento. En los procedimientos 
criminales podrá tomarse anotación de embargo preventivo o de prohi-
bición de disponer de los bienes, como medida cautelar, cuando a juicio 
del juez o tribunal existan indicios racionales de que el verdadero titu-
lar de los mismos es el imputado, haciéndolo constar en el manda-
miento.» Por tanto, para que pudiera practicarse una anotación en el 
Registro de la Propiedad en los casos de falta de tracto, se hace necesa-
ria la concurrencia de un doble requisito: que se trate de un procedi-
miento criminal, y que a juicio del Tribunal existan indicios racionales 
de que el verdadero titular del bien es el imputado (Resolución de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado de 4 de octubre de 
2005, BOE de 17 de noviembre de 2005), requisitos éstos que no concu-
rren en el presente caso.

El asiento de presentación quedará prorrogado en los términos previs-
tos en el artículo 323 de la Ley Hipotecaria. Contra esta calificación: Se 
podrá recurrir potestativamente ante la Dirección General de los Regis-
tros y del Notariado en el plazo de un mes desde la fecha de la notificación 
de esta calificación, por medio de escrito presentado en este Registro de 
la Propiedad, en los registros y oficinas previstos en el artículo 38.4 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, o en cualquier Registro de la Propiedad, 
en la forma y según los trámites previstos en los artículos 324 y siguientes 
de la Ley Hipotecaria. O ser impugnada directamente ante el Juzgado de 
Primera Instancia de Oviedo dentro del plazo de dos meses contados de 
la notificación de esta calificación, siendo de aplicación las normas del 
juicio verbal y observándose, en la medida en que le sean aplicables, las 
disposiciones contenidas en el artículo 328 de la Ley Hipotecaria. O bien, 
instar la aplicación del cuadro de sustituciones previsto en el artículo 275 
bis de la Ley Hipotecaria, de conformidad con lo dispuesto por el Real 
Decreto 1039/2003, de 1 de agosto. Pravia, a nueve de enero de dos mil 
seis. Firma ilegible.

III

Don Juan José González Fernández interpuso recurso gubernativo 
contra la nota de calificación que consta en el apartado anterior, sobre 
la base de los siguientes argumentos: I) que de la documentación remi-
tida por el juzgado al Registro resulta una posible situación de insol-
vencia en el demandado que justifica la adopción de la medida cautelar 
de anotación preventiva de demanda por concurrencia de los requisi-
tos del fumus boni iuris y de presentación de caución, por lo que al 
amparo de lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil se dan los 
requisitos básicos para ordenar al registro de la Propiedad la práctica 
de la anotación, incurriendo el Registrador en desobediencia a judi-
cial; II) que existe una clara vinculación entre el demandado y la socie-
dad mercantil que es titular registral, pues el demandado es socio 
fundador de ésta, al tiempo que inicialmente fue su administrador, por 
lo que en aplicación de la doctrina del levantamiento del velo, la 
demanda se dirige contra el deudor real, quien en la actualidad es 
socio de la entidad mercantil.

IV

El 20 de marzo de 2006 el Registrador emitió su informe y elevó el 
expediente a este Centro Directivo.

Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 24 de la Constitución Española; 1, 3, 20, 40 y 42 de 
la Ley Hipotecaria; 100 de su Reglamento, y las Resoluciones de esta 
Dirección General de 2 de octubre y 14 de noviembre de 2002 y 6 de octu-
bre de 2005.

1. Se presenta en el Registro un mandamiento de anotación preven-
tiva de embargo sobre varias fincas para asegurar las resultas de un pleito 
en el que se solicita condena al pago de una cantidad. El Registrador 
deniega la anotación por estar inscritas las fincas a favor de una persona 
distinta de aquella contra la que se sigue el procedimiento.

El interesado recurre.
2. El recurso ha de ser desestimado. Los principios de salvaguardia 

judicial de los asientos, legitimación y tracto sucesivo, además del princi-
pio constituciones de proscripción de la indefensión, impiden la práctica 
de la anotación cuando la finca aparece inscrita a favor de persona dis-
tinta a aquella contra la que se sigue el procedimiento.

Y dicha desestimación es inevitable por cuanto, como resulta de los 
hechos, las fincas aparecen inscritas a nombre de personas contra las 
que no se ha dirigido el procedimiento. Las exigencias del principio de 
tracto sucesivo han de confirmar la denegación de la nota recurrida 
toda vez que el procedimiento de que dimana el mandamiento califi-
cado no aparece entablado contra el titular registral (artículo 20 de la 
Ley Hipotecaria); sin que pueda alegarse en contra la limitación del 
ámbito calificador respecto de los mandamientos judiciales, pues si 
bien es cierto que los Registradores de la Propiedad, como funciona-
rios públicos tienen la obligación de respetar y colaborar en la ejecu-
ción de las resoluciones judiciales firmes (artículo 17.2 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial), no lo es menos que el principio constitu-
cional de protección jurisdiccional de los derechos e intereses legíti-
mos (cfr. artículo 24 de la Constitución Española) impide extender las 
consecuencias de un proceso a quienes no han tenido parte en él, ni 
han intervenido de manera alguna, exigencia ésta que en el ámbito 
registral determina la imposibilidad de practicar asientos que compro-
meten una titularidad inscrita (que está bajo la salvaguardia de los 
Tribunales, conforme al artículo 1 de la Ley Hipotecaria) si no consta 
el consentimiento de su titular o que éste haya sido parte en el proce-
dimiento de que se trata; de ahí en el ámbito de la calificación de los 
documentos judiciales el artículo 100 del Reglamento Hipotecario, en 
coherencia plena con los preceptos constitucionales y legales, incluya 
los obstáculos que surjan del Registro.

Esta Dirección General ha acordado desestimar el recurso inter-
puesto.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la provin-
cia del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde 
su notificación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo 
ello conforme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipo-
tecaria.

Madrid, 1 de agosto de 2006.–La Directora General de los Registros y 
del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 


